
BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 91 Miércoles 1 de abril de 2020 Sec. I.   Pág. 27908

del nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y 

social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

Se autoriza a las Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y de Melilla a 

disponer de los fondos comprometidos por el Ministerio de Fomento (actualmente 

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana) en los convenios para la ejecución 

del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 y que no hubieran sido comprometidos, a su vez, 

por las mismas, para la concesión de ayudas al alquiler, mediante adjudicación directa, en 

aplicación del nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico 

y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

Esta autorización se entiende sin necesidad del Acuerdo previo de la Comisión Bilateral 

de Seguimiento que, de conformidad con el apartado 5 del artículo 6 del Real Decreto 

106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, 

debiera formalizarse para redistribuir las aportaciones estatales entre los distintos 

programas del Plan. Esta Comisión dará cuenta a posteriori de la redistribución generada 

como consecuencia de la disposición de fondos referida en este artículo.

Artículo 15. No sujeción del nuevo programa de ayudas para contribuir a minimizar el 

impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual a la 

cofinanciación autonómica establecida en el artículo 6 del Real Decreto 106/2018, de 9 

de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021.

Los apartados 2 y 3 del artículo 6 del Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el 

que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, no serán de aplicación a los fondos 

estatales que las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y de Melilla 

comprometan en el programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico 

y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual.

II

Artículo 16. Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria 

hipotecaria y del crédito de financiación no hipotecaria.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 

sanitaria ocasionada por el COVID-19 a efectos de este real decreto-ley y del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, quedan definidos por el cumplimiento conjunto de las 

siguientes condiciones:

a) Que el potencial beneficiario pase a estar en situación de desempleo o, en caso 

de ser empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o una caída 

sustancial en su facturación de al menos un 40%. A los efectos de este artículo tendrán la 

consideración de empresarios y profesionales las personas físicas que cumplan las 

condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 

sobre el Valor Añadido.

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere, 

en el mes anterior a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de 

Efectos Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la 

unidad familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por 

cada hijo en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 

años miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 

discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le 

incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el 
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límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los 

incrementos acumulados por hijo a cargo.

v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con 

enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad 

reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, 

con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los 

casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, 

para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco 

veces el IPREM.

c) Que el total de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles a los que se refiere 

el artículo 19, más los gastos y suministros básicos resulte superior o igual al 35 por cien 

de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. A 

estos efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del coste de los 

suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los servicios 

de telecomunicación fija y móvil y las contribuciones a la comunidad de propietarios. Solo 

tendrán la consideración de «gastos y suministros básicos» los suministrados en la 

vivienda habitual de la unidad familiar.

d) Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar haya sufrido una 

alteración significativa de sus circunstancias económicas en términos de esfuerzo de 

acceso a la vivienda, A tal fin, se entenderá que se ha producido una alteración significativa 

de las circunstancias económicas cuando el esfuerzo que represente el total de la carga 

hipotecaria, entendida como la suma de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles a 

los que se refiere el artículo 19 sobre la renta familiar se haya multiplicado por al menos 1,3.

A los efectos del presente real decreto-ley, se entiende por unidad familiar la compuesta 

por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, 

con independencia de su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los vinculados por 

una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su cónyuge no separado legalmente 

o pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda.

A los efectos del presente real decreto-ley se entiende por potencial beneficiario a 

quienes estén haciendo frente a una deuda hipotecaria conforme al artículo 19.

2. En ningún caso resultará de aplicación esta definición para los consumidores 

vulnerables en el ámbito del agua, el gas natural y la electricidad en los términos del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y de este real decreto-ley, ni para la moratoria de 

deuda arrendaticia a la que se refiere el artículo 3.

Artículo 17. Acreditación de las condiciones subjetivas.

1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 16 se acreditará 

por el potencial beneficiario mediante la presentación de los siguientes documentos:

a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la 

entidad gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en 

concepto de prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 

certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 

competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 

cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan la vivienda:

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.

ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la 

vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y 

a los seis meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 

realizar una actividad laboral.
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